
8 18 febrero 1984 BOE.-Suplemento al núm. 42

a la pru.eba, decisión recurrible en súplica (articulo 92. b). de
la Ley de la Jurisdicción Contenct('90·Adm.nistrativaJ, y tal
denegación privara a la parte de UD medio necesario para la
defenSB, podría acaso denunciarse en amparo 1& violación de

. un derecho constitucional. No ha sido a.sf en el caso que en!ui­
mamos, pues la parte no eJercitó su derecho a probar, por lo
que maJ puede decIr qUe este derecho pudo ser violado. La DO

utilización por el Tribun&1 de la (acuItad que con carácter
gener&1 en el proceso dril regula el artículo 340 de la Ley de
Enjuiciamiento Clvll, y referida al proceso contencioso·admi­
nIstrativo al articulo 7S de su Ley, DO puede denunciarse como
quebrantamiento de un derecho procesa.1 de la parte a probar.
No puede decirse que se haya quebranta.do por el Tribunal Su­
premo las reglas que respecto a la prueba se establecen en la
Ley. Siendo esto ast, DO cabe sostener que se haya producido
una violación de garantias procesales comprendidas en el ar·
ticulo 24 de la Constitución.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTOIIIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAROLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado.

Publ1quese esta sentencia en el .. Boletin Oficial del Estado...

Madrid. 20 de enero de 1984.-Jeronirno Arozamena Sierra.
Francisco Rubio Llorente.-Luis Díez-Picazo.-Francisco Tomas
y Valiente.-Antanio Truyol Serra.-Firmados y rubricados.

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MAGI"'RA·
DO EXCELENTlS'MO SEROR DON FRANCISCO RU·
BrO LLORENTE eN EL RECURSO DE AMPARO 3S9/
1983.

He expuesto, como Ponente. la opinión mayoritaria de la
Sala de la que soy miembro. Disiento. sin embargo, de tal opi·
nión, tanto en le qUe toca a la decisión como en lo Que se
refiere &1 razonamiento que a ella conduce. Una y otro no
coinciden. naturalmente. con la propuesta que. como Ponente.
yo hice.

La opinión mayoritaria se basa en la consideración de que.
no habiendo sido formalmente propuesta l.1. prueba. su dena­
g.a.ción no constituye vulneración alguna de las garantiaa Que
conoede el artículo 24. Me parece imposible aceptar tal consi­
deración si no es a partir de una interpretación extremad~

mente formalista de 108 textos legales. m~ incluso que la que
Se refleja en algunas d, las actuaciones judiciales.

En el presente asunto los recurrentes no habian sido empla.­
zados por la AudIencia Nacional en el recurso contencioso·
administrativo subsiguiente al expedIente de deslinde del que
habian sido parte. Cuando acuden al Tribunal Supremo lo ha­
cen extemporáneamente, porque esa falta de emplazamiento
previo lee impidió hacerlo en su momento. Al comparecer ha­
cen en su escrito alega.oi.ones que se apoyan en una documen­
tación determInada y sugieren que el Tribunal. por la vfa de
las diligencias para mejor proveer, solicite un dictamen peri­
cial de la Comisaria de Aguas del Sur. En el auto por el que
denegaba la suspensión solicitada por los hoy recurrentes se
dIce textuafmente: ..que respecto de la prueba sugerida como
diligencia para mejor proveer,' la Sala. en BU momento procesal
oportuno, decidirá lo procedente, en u~ de las facultad:s que

le concede 1& Ley•• Este momento resultó ser el de la sentan·
cia. en cuyo primer considerando se sostiene que ..los coadyu~

vantes. con su tardfa personaci6n, perdieron el trámite de
contestación a 1& demanda. con cuyo escrito deberían habaJ pnr
sentado los documentos en cuestión, y como éstos no se en~

cuentran en ninguna de las situaciones a QUe se refiere el
articulo 506 de la LEC, ha de concluirse estimando su apor­
tación extemporAnea y. de c(;msiguiente. su esterilidad a los
fines del proceso, en cuya resolución no han de ser ponde­
rados...

No pongo en cuestión la poSIbilidad de qUe una aplioación
estricta del artículo 69 de la LRJCA haga posible tal decisión,
pero este Tribunal ha declarado (sentencias de 31 de 'marzo
de 1981 <R. A, 107/80J Y 63/1982. de 2() de octubrel que el mah.-­
dato del artículo 24 de la CE obliga a interpretar las normas
procesales de manera que se maximalicen las posibilidades de
defensión de las partes. que en el presente asunto Se trataba
no de maximalizar, sino simplemente de hacer posible pues
una comparecencia estérH no es una posibilidad real de detensa,

En un supuesto en el que quienes comparecen tardíamente
en el proceso (en este caso en el recurso de apelación ante el
TrIbunal Supremo) no lo hacen sobre la- base de un previo
emplaza.m1ento en la forma debida Uá directa y personal. que
era la procedente por aparecer perfectamente identificados. tal
como resulta de las actuaciones remitidas a este Tribunal. eD
el expediente administrativo de deslinde) no pueden apIicars~

estrictamente, con las consecuencias expresamente previstas en
ello (yen concreto en los números. y 3, respectivamente), 1m'
artículos 66 y 69 de la W. ta.l como. por ei contrario, ha hechC'
el Tribuna.! Supremo. Tales preceptos son. desde luego, apll·
cables en su literalidad, incluidas las consecuencias aludidas.
en aquellos supuestos en que demandados y ·coadyuvantes, ha
biendo podido comparecer con anterioridad por haber sido ero
plazados, bien directa y personalmente. bien mediante edictop
al no ser idt!ntificables por los datos obran tes en autos, no lo _
hubieran hecho por su propIa voluntad, pero en aquellos ca.­
"sos en los Q.ue. como ocurre en el' presente. no hubo un ade­
cuado emplazamiento previo, una interpretación conforme con
la Constitución de :os artículo.;! 66 v 89 de la W perm,te o,
melar aún, obliga &1 Ttibunal Contencioso-Administrativo no
·sólo a admitir la comparecencia de ta:es sujetos, sino tam~lén a
admitir los documentos y pruebas que aporten, siempre Que
sean pertinentes en relación con la defensa de sus derechos
e intereses o, al menos, a pronunciarse sobre la relevancia o
irrelevancia de los mismos en conexión con el asunto litigioso.

Admitir la comparecencia y negarse, en cambio, a examinar
1!lS alegaciones y pronunciarse sobre la pertinencia de lal'l prue­
bas por aquellos sujetos impl1ca. en un supuesto como el que
estamos examinando, una vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva que comprende el derecho no sólo de acceder
a la Jurisdicción. sino a hacerse oír ante los órganos judiciales
correspondientes y a que éstos examínen. cuando se den los
presupuestos pr~sales legalmente establecidos, interpretados
a la luz del artículo 2. de la Carta fundamental, las alegacio-
nes formuladas por aquéllos. ..

A mi juicio. por tanto, 00 recurso debía haber sido parcial·
mente estimado. anulando la sentencia de la Sala Tercera del
Tribunal Supremo y retrotrayendo las actuaciones al momento
inmediato posterior a la formulación de alegaciones en el re­
curso contencioso-administrativo con el fin de que la mencio­
nada Sala examinara dichas alegaciones y los documentos apor­
tados con ella antes de dictar nueva sentencia,

Madrid, 20 de enero de 198.ot -Francisco Rubio' lon'nte -Fir­
mado y rubriCAdo

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la. siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Manuel Carda-Pelayo y A.lonso. Presidente, y don Angel
Latorre Segura, don Manuel Díez de Velasco Vallejo. doña Glo·
ria Bagué Cantón, don Rafael G6mez...Ferrer Morant y don An­
gel Escudero del Corral. Magistrados. ha pronunciado.

Primero.-El 4 de mayo de 1993 el Procurador don Adolfo
Morales Vilanova, en representación de la Entidad .Viviendas
de Vizcaya E. C. B.... Entidad domiciliada en Bilbao. calle
Gran Vía. número 19. formula recurso de amparo contra sen~

tencia de la Audiencia Nacional de 2 de octubre de lGaO. re·
curso número 10.647. y contra sentencia del Tribunal Supremo
de 20 da diciembre de 1982 dictada en recurso de apelación nú­
mero 49.177. que confirmó la anterior. con la súplica de Que
se declare su nulidad y se ordene ret-rotraer las actuaciones al
momento inmedíato posterior al de Interposición del recurso
contencioso·adminIstrativo ante la Audiencia Nacional, para que
ésta emplace directa. y personalmente a ..Viviendas de Vizca­
ya. E. e.. B.-. ordenando cuantas medidas y providencias sean
necesarias para. el pleno restablecimiento del derecho lesIonado,
con expresa - imposición de costas a aquella parte que temera.­
riamente se opusiere al recurso. Por otrosí soBcita la suspen~

sión de"la ejecución de la sentencia de la Audiencia Nacional,
a cuyo efecto ofrece constituir caución suficiente.

Segundo.-En la demanda se parte de los siguientes hechos:

a) Por escrito de 10 de lunio de 1971 el Presidente de la
Junta de Propietarios del Grupo Alonso Allende, da Portuga~
lete, solicitó del Ministerio de la Vivienda se declarase que las
cantidades ingresadas por cada comprador de viviendas. en

1. ANTECEDENTESSala Primera, Recurso de amparo número 295/83.
Sentencia número 4/1984. de 23 de enero.4294

En el recurso de amparo número 295/83, formulado por el
Procurador don Adolfo Morales Vilanova, en representación de
.Viviendas de Vizcaya E. C. B._. bajo la dirección del Letrado
don Víctor Guerra CAmara contra las sentencias de la Au­
diencia Naclonal de 2 de octubre de 1900 y del Tribunal Supra­
lfiO dO! 20 de diciembre de 1982, confirntatoria de la anterior,
con la súplica de que se declare su nulidad y 89 ordene retro­
traer las actuaciones en la torma que precisa, En el recurso...
han comparecIdo el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado
y ha sido Ponente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer MO:
rant. quien expresa el parecer de la Sala, "

l
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concepto de mejoras. lupon1a un sobreprecio y constituía falta
muy grave, como también lo era el percibo de cantidades a
cuenta del precio -durante la construcción de viviendas; asi­
miSmo pedía se condenase 8. -Viviendas de Vizcaya. E. C. S.- a
la devolución de las cantidades que presuntamente constitu1an
IObreprecio y no mejoraa,

_bJ Por resolución de 21 de junio de 1976 de la. Dirección ye­
neral de la Vivienda, reca1da en el expediente sancionador nú­
mero 329 del año 1972, se impusieron a la actora dos multas
de 25.000 y 100.000 pesetas, r85pectivamente, sin declarar la obli­
gación de reintegrar cantidad alguna.

e) Contra dicha resolución interpuso recurso de alzada la
mencionada Comunidad de Propietarios, el cual fUe declarado
inadmisible por haberse interp,uesto fuera de plazo, por resolu­
ción de 31 da diCiembre de 1917.

dl Entendiendo el Ministerio de la. Vivienda que era firme
la resolución de 21 de junio de 1976, requirió a la solicitante del
amparo para el pago de las cantidades a que había sido LOn­
denada. requerimiento que se cumplimentó mediante el ingreso
correspondiente; acompaña fotocopia. del requerimiento prac­
ticado.

e) La actora. que estaba convencida de la terminación del
expediente, ha tenido conocimiento extraoticial el UI de abril
de 1983 de que la Comunidad de Propietarios habia interpuesto
recurso conte(¡cJOSO administrativo número 10.647 ante la Au­
ditmcia Nacional <Sección 1.-) contra la resolución del Mi­
nisteriode la Vivienda de 31 de diciembre de 1977, en el que
recayó señtencia el 2 de octubre de 1980, est.imatoria del recurso,
por la que deClaraba. que la Administración debe imponer, COmo
accesqria a la sanción de multa que se mantiene, la de reinte­
gro a todos los adquirentes demandantes de las Viviendas del
Grupo Aionso AJlende, de Repélaga· (PortugaieteJ, de las canti­
dades estimadas como sobreprecio por la Entidad _Viviendas
de Vizcaya, S. A.-, en cuantía total de 13.004.655 pesetas, en
la porciOn en que a cada uno de aquellos individualmente le
corresponaa.

[) InterpuestO recurso de apelación por el Abogado del Es­
tado, número 41:1.127, fue desestimado mediante sentencia de 20
de diciembre de 1982.

gl Se hace constar en la demanda que la recurrente no tuvo
conOcimiento en ningún momento de la existencia del recurso
con.tencioso-administrativo. habiéndolo tenido hace pocas fechas.
de forma incidental y con carácter totalmente extraoficial.

hl Asimismo señala que a pesar de que la recurrtlnte fue
parte en el expedlente administrativo, y de que contra la mis­
ma. se solH.:itaba la petición especifica de reintegro de la can­
tidad de 13.00'1.655 pesetas, al promoverse el recurso de- amparo
ante la Audiencia Nacional ésta no notificó personal y direc·
tamente a • Viviendas de Vizcaya E. C. B._ la existencia g.e
procedimlento, limitándose a formular el emplazamiento en la
forma previst1;;. en el .artículo 64 de la Ley de la Jurisdicción
Contenci050-Administrativa, a traves del _Boletin Oficial».

Tercero.-La representación de la actora fundament.a su pre­
tensión en 11;;. vlOJacion por las resoluClOnes judiciales impugna
das del articulo 24.1 de la Constitución, al no haber SIdo em·
plazada directa y personalmente en el proceso contencioso.
A tal efecto cOhsidera que la citación prevista en el articulo 64
de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (UCA)
no es conlorme con el citado precepto constitucional, y añade
que en el presente caso la indefensión se manifiesta con me­
ridiana claridad si se advierte qUe el Ministerio de la Vivíenda
notificó a su representada que era firme la resolución del Di­
rector genera. de la Vivienda de 21 de junio de 1976, notificación
que creó a la misma un clima de absoluta seguridad, sin poder
so.spechar la existencia de los procedimientos contencioso adnü­
nistratjvos. Por último, considera que la circunstancia de ha
berse iniciado el recurso contencioso administrativo ante la
Audiencia Nacional con anterioridad a la vigencia de la Cons­
titución no hnposibilita. la denuncia y la solicitud de amparo
en la presente via. La actora cita en apoyo de su argumentación
las sentencias de este Tribunal de 31 de marzo de 1001, 22 de
abril de 1981 y 20 de octubre de 1982.

Cuarto.-Por providencia de 25 de mayo de 1983 la Sala acor­
dó admitir a trámite la demanda formulada por -Viviendas Viz­
caya. E. C. B.", sin perjuicio de lo que resultase de los antece­
dentes, y por personado y parte al Procurador señor Morales
Vilanovtt. en nombre y representación de la citada Entidad. así
como -requerir la remisión de las actuaciones o testimonio de
las mismas al Tribunal Supremo y a la Audiencia Nacional, y
el emplazamiento por dichos órganos judIciales a quienes fUe­
ron parte de los ...:orrespondientes procedimientos para que
pudieran comparecer en este proceso constitucional.

Quinto.-Por providencia de 22 de septiembre paSl1do la Sala
acordó tener por recibidas las actuaciones reclamadas y por
personado y parte al 4.bogado del Estado, y dar vista de tales
a.ctuaciones- a la recWTente. al Ministerio Fiscal y al Abogado
del Estado, no habiendo comparecido la Comunidad de Propie­
tarios del -Grupo Alonso Allende". de Repélega. en Portugalete.
AsimIsmo se acordó formar la correspondiente pieza separada
para la sustanciación del incidente de suspensión.

Sexto.-El Ministerio Fiscal interesa de este Tribunal la es­
timación del amparo solicitado, declarando, en consecuencia.
la nulidad de las sentencias impugnadas con retroacción de las·
actuaciones procesales al momento en que debió notificarse per­
sonalmente a _Viviendas de Vizcaya, E. C. S.", la interposición

del recurso contencioso·administrativo. Los argumental en los
que 6e apoya tal posición son. en síntesis, los Siguientes:

al La doctrina reiterada de este Tribunal, segUn la cual el
el articulo 24, 1 de la Constitución reqUiere que todo procosQ
judicial se entab\e sobre una base de efectiva contradicción que
evite que pueda producirse :indefantlión, t1iendo claro que dicha
contradicción no puede efectuarse si no es emplazada debida·
mente quien reúne 1& condición de parte demanoada., no 'h.,ndo
la notüicación odictal, a que 8e refieren los articulos 60 '1 64
de la WCA. formula apta. para que la contienda judicial cum­
pla esa -exigencia de contradiceíón, especialmente en el supues­
to de que resulte claramente identificada y conocida la persona
a cuyo favor derivan derechos del acto atacado (sentencias de
este Tribune.l de 31 de marzo de 1981. 20 de octubre de l»82 y
23 de marz.o y 31 de mayo de 1963).

b) En el presente caso no hay duda de que la demandante
reúne la condición de parte conforme al articulo 29, 1, b. de
la IJ. y que está perfectamente identificada. exigencias de la
jurisprudencia de este Tribunal para que la notificación haya
de efectuarse de modo. personal como establece la Ley Procesal
Civil.

c) El posible problema de temporalidad que pudiera ser
suscitado porque el recurso se inició antes de la Constitución
ya. fue contemplado por la. segunó.. de las sentencias citadas,
que entendió que era de aplicar 1& tesis de que las normas
procesales son aplicables a los procesos en curso en el momento
de su entrada en vigor.

d) Al no ser emplazada la recurrente de forma adecuada,
sino del modo deficiente establecido en el articulo 64 de la
LJCA -lo que, por lo demás. no se desprende siquiera de la
consulta de los autos- no pudo acudir en defensa de su derecho
y quedó incumplida la Constitución en el derecho fundamental
declarado en el articulo 24, 1, produciéndose. en consecuencia.
su vulneración, que debe ser reparada otorgando el amparo
demandado.

.. -
Séptimo.-El Abogado del Estado, por su parte, solicita igual­

mente que se tonceda el amparo, ordenando la nulidad de 10
actuado en vía contencioso-a.dministrativa y retrotrayendo el
procedimiento al momento inmediato posterior al de la inter­
posición del recurso, pero haciendo uso, en cuanto fuese posi­
ble. del artículo 127, 2, de la WCA.

El Abogado del Es.tado entiende que en el presente caso _DO
hay sino que aplicar la clara jurisprudencia de las sentencias
de este Tribunal numeras 9/1981. 63/1982, 2211983 Y 48/1983, Sin
perjuicio de que pudiera darse aplicación al artículo 127, 2, de
la Ley de la Jurisdicción caso de que, como se interesa, se
decretara' la nulidad de actuaciones como pronunciamiento es­
pecífico en el recurso de amparo.

Octavo.-La representacion ele la. actora, tras reiterar los ar­
gumentos expuestos en la demanda en apoyo de su pretensión,
hace constar que, e.taminadas las actuaciones seguidas ante la
Audiencia Nacional. no ha advertido la unión a los autos del
cBoletin Oficial del Estado» en el que apareciese el edicto anun­
ciando la existencia de la interposición del recurso, con lo que
la indefensiÓn denunciada adquiere así, a su juicio, caracteres
de evidencia.

Noveno.-Por auto de 2 de noviembre de !t183, una vez tra­
mitada la. pieza separada de suspensión, la Sala acordó Sus­
pender la ejecución de la sentencia de la Sala de lo Conten­
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 2 de octubre
de 1980 (recurso -número 10.6(7). impugnada, co~ la prestación
de afianzamíento por. la Sociedad recurrente, consistente en
aval bancario por imparte de trece millones cuatro mil seis­
Cientas cincuenta y cinco l13.00<t.655l pesetas, quedando -,ondi·
clonada la efectividad de la suspensión a la constitución del
aval a disposición de la mencionada Sala. Y una vez present.ado
el correspondÍtlOte aval, la Sección acordó tenerlo por rfI:ibido
y que se haciera entrega del mismo a la indicada Sala de lo
Contencioso citada, para que surta los efectos oportunos,

bécimo.-De las actuaciones recibidas resultan los siguientes
el:tremos que interesa reflejar para complementar los antece-
dentes expuestos' .

al El reCurso cont8ncioso,administrativo fue interpuesto por
escrito de 5 de julio de 1977 contra la Resolución de la Direc­
ción General de la Vivienda de 22 de junio de 1976, recalda en
el expediente sancionador 329/U. dirigido contra la Emidad
coD!ltructora benéfica -Viviendas de Vizcaya. E. C. B.-, de Bil­
bao, y contra la desestimación presunta por süencio adminis·
trativo del recurso de alzada interpuesto. siendo ampliado por
escrito. de 27 de abril de 1978, contra la resolución de 31 de
diciembre de 1977. que desestima de forma expresa el recurso.

bl Por providenda de 5 de octubre de 1977 se tuvo por inter­
puesto el recurso y se acordó el anuncio del mismo en el -Bole.
tín Oficial del Estaéo.... Por providencia de 8 de mayo de 1918
se tuvo por ampliado el recurso y fJe acordó asimismo la
publicación en el -SoleUn Oficial del Estado-, Los correspon­
dientes -Boletín Oficial del Estado» no fíguran entre lato ac­
tuaciones remitidas.

el Por escrito de 5 de lunio de 1978 se formaliza la demanda
y por escrito de S deiulio de 1978 el Abogado del Estado efectúa
la contestacIón.

d) Por providencIa de 26 de septiembre de 1978 se recibe el
proceso a prueba, periodo que Se iniciaba el .f de octubre y fi­
nalizaba ellO de noviembre de 1978, llevándose a cabo la prue·
ba testifical admitida fuera del periodo probatorio, al amparo



10 18 febrero 1984 BOE.-Suplemento al núm. 42

de lo dispuesto en el articulo· 75 de la Ley de Jurisdicción en
7 de febrero de 1979. '

el En el primer resultando de la sentencia de 1& Sala de lo
Contencioso-Adminlstrativo de la Audiencia Nacional (Sección
Primera) de 2 de octubre de 1980. recafda en el recurso 10.6647.
aqu1 impugnada, se hace constar que fue publicado en el .Bo­
letin Oficial del Estado- el anuncio preceptivo de la interposi­
ción del recurso. No ,consta en las actuaciones que se efectuara
emplazamiento personal alguno a la Entidad -Viviendas de
Vizcaya, E. C. B.•, ni tampoco que le fuera notificada la
sentencia de la Audiencia Nacional, habiendo sido parte en el
proceso la Comunidad de Propietarios del -Grupo de Viviendas
Alonso Allende., de Repélega -Portugalete, Vizcaya-, como de­
mandante, y la Administración General del Estado. como deman·
dada.

f) En el fallo de la mE"ncionada sentencia de la Audiencia
Nacional se declara la nulidad de las resoluciones administra·
tlvas Impugnadas. sl bien manteniendo la Resolución de la
Dirección General de la Vivienda de 21 de Junio de 1976. en los
extremos no controvertidos, y, asimismo, se declara que la
Administración demandada debe impOner, oomo accesoria a la
sanción de multa que se mantiene, la de reintegro a todos los
adquirentes-demandantes de las viviendas del -Grupo Alonso
Allende_, de Repélega -Portugalete. Vizcaya- a que la deman­
da se refiere; de las cantidades Indebidamente percibidas como
sobreprecio, por la Entidad _Viviendas de Vizcaya, E. C. B.-,
en cuantía de 13.004.655 pesetas y en la porción que a cada
uno de ellos individualmente le corresponda.

g) El Abogado del Estado interpuso recurso de apelacíón
en un solo· efecto contra la mencionada sentencia, que le fue
admitido por providencia de 22 de octubre de Í980, emplazándose
al recurrente y demAs partf>s personadas.

Undécimo.-EI examen del _Boletín Oficial del Estaoo- acre­
dIta que se efectuó en el mismo la publicación, tanto de la
interposición del recurso como de la ampliación posterior, a
los efectos del -emplazamiento. En concreto, la tnterposición se
pubUcó en el .Boletín Oficial del Estado_ de 22 de octubre
de 1977, número 253, página 23277 con el siguiente tenor literal:

-Se hace saber. para conocimbmto de las personas a cuyo
favor pudieran derivarse derechos del acto administrativo im·
pugnado y de quienes tuvieran intereses directos en el mante­
nimiento del mismo, que pOr la comunidad de propietarios del
grupo -Alonso Allende... de Repélaga, Portugalete, se ha for­
mulado recurso contencioso-administra.tivo contra Resolución
de la. Dtrección General de la Vivienda, recaída en expediente
sancionador 329/73, y desestimadón presunta por silencio ad·
ministrativo del recurso de alzada interpuesto contra dicha
Resolución sobre sanción lmpuesta en dicho expediente- a la
Entidad constructora. .yivtendas de Vizca.ya, E. C. B.-, de Bil­
bao: recurso al que ha correSpOndido el número 10.647 de la
Sección Primera.

Lo que se anuncia para- emplazamiento de los que con arreglo
a los artículos 60, 64 Y 66, en relación con los 2Q y 30 de la
Ley de la. Jurisdicción Contencioso-Administrativa. puedan com­
parecer como codemandados o coadyuvantes en indicado recur­
so y ante la Sección expresada._

Por otra parte, la ampliación del recurso contencioso contra
la resolución del Ministerio de 31 de diciembre de 1977, se
p~bUca en el -Boletín Oficial del Estado_ de 20 de lunio de 1978.
numero 146, página 14547, con el siguiente tenor literal:

eSe hace saber, para conocimiento de las personas a cuyo
favor pudieran derivarse derechos del acto administrativo im­
pugnado y de quienes tuvieren Intereses directos en el- mante­
nimiento del mismo, que por "Comunidad de Propietarios del
GrupO Alonso Allende" de Repf-Jaga. Portugaleoo, se ha f'J'"mu­
lado recurso contenclosoadrninistratlvo contra resolución del
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo de fecha 31> de di­
ciembre de 1977, que declara inadmisible el recurso de alzada
interpuesto contra la de 23 de lunlo de 1976, de la Dirección·
General de la Vivienda, recaJda en el expediente sanciona­
dor 329/72, dirigido contra ]a Entidad constructora benMica
"Viviendas de Vizcaya, E. C. B.", de Bilbao; recurso al que
ha. correspondido el número 10.647 de la Sección Primera,

Lo qUe se anunda para el emplazamiento de los que, con
arreglo a los artículos 60, 64 Y 66, en reladón con los 29 y 30 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, puedan
comparecer como codemandados o coadyuvantes eR. el indicado
recurso y ante la Sección expresada._

Duodéc1mo.-Por providenéla de 21 de diciembre de' 1983 \e
se"aló para votación y fallo el dla 11 de enero de 1984.

.II. FUNDAMENTOS JURlDICOS

Uno.-El dérecho fundamental que se alega como vulnerado
en el presente recurso es el reconocido en el articulo 24. 1 de
la Constitución, el cual establece el derecho de todas las par·
SúnaB a obtener la tutela e.lectiva de los Jueces y Tribunal~s

en el ejercicio de sus derechÓ8 e intereses legftlmo.s. lin que,
Iln ningún caso, pueda producirse indefensión.

Este derecho fundamental. según ha declarado el Tribunal.
comprende el de acceso a la tutela judicial, el de oonseguir una
resolución fundada en derecho, sea o no favorable a las preten­
siones del actor, y el de obtener la ejecución de la sentencia
En concreto el derecho de acceso, según ha declarado también

el Tribunal•. no comprende. con carácter general, el doble pro­
nunciamiento judicial, es· decir. la existencia de una doble
instancia, pero cuando la Ley la establece, el derecho funda,..
mental se extiende a la misma en los términos y con el alcance
previstos por el Ordenamiento Juridico. Todo ello stn perjuicio
de las peculiaridades existentes en materia penal, puest;,>o:¡ de
relieve en la sentencia 76/1982, de 14 de diciembre (.B':>letin
Oficial del Estado_ de 15 de enero de 1983, FJ 5),

En el presente caso. se alega como vulnerado el derecho a
la tutela judicial efectiva en cuanto se han producido dos sen~

tencias, aquí impugnadas. que han producidd indefensión al
recurrente, a juicio del mismo. Por lo que es necesario deter­
minar si ello es asl, distinguiendo a tal efecto entre cada una
de las resoluciones jurídicas objeto del recurso,

Oos.-La sentencia de la Sala de lo Contencioso-Adminis­
trativo de ·la Audiencia Nacional (Sección Primera) de 2 de
octubre de 1980, se produce en un proceso e~ el que la interpo­
sición emplazamiento, demanda1 contestacIón, y periodo pro­
batori~ finalizan con anterlorida. a ia Constitución, habiéndo­
se realizado con posterioridad a la misma la prueba testifical,
escritos de conclusiones y sentencia (décimo antecedente). De·
biendo señalarse que según consta en la sentencia se efectuó
la publicación en el -Boletin Oficial del Estado-, existiend~ en
.as actuaciones las providencias en las que se acuerda la rnlsma
(mismo antecedente, apartados bJ y el), que ha sido efectiva­
mente realizada, tanto la lelativa a la interposición del recurso
como la referente a su ampliación. con el consiguiente empla­
zamiento (penúltimo antecedente'.

En consecuencia, el problema que se plantea es el d:e.deter·
minar si el emplazamiento efectuado en el _Bo!eUn Of1""lal del
Estado-, en aplicación de lo dispuesto en los ar~lculo~ 60 y 64 de
la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Admimstratlva, en. un
proceso iniciado y desarrollado con anterioridad a la Con::-tltu·
ción, en los términos expuestos, vulnera el de.rec~o fundamen­
tal contenido en el artículo 24. 1, de la Constitución al no ha­
berse emplazado directa y personalmente a los titulares de
derechos o ·interesf!slegítimos que resultan individualizados en
el escrito de interposición.

La mera formulación del problema suscitado evidencia que
nos encontramos ante un supuesto distinto del rusuelto por las
sentencias del Tribunal que cita la parte actora, pues en n.in­
guna de ellas se ha suscitado, ni por tanto res~elt~, la cuesttón
de la posible aplicación retroactiva de la Constitución de forma
tal que se declare la retroacción de actua<;iones en los tér~inos
que aquf se pretende. En conc;:reto. en la sentencia de 31 de
marzo de, 1981 (recurso de amparo número 107/80l, las sentan·
cias etan anteriores a la Constitución y no fueron impug­
nadas, dado que el recurso de amparo se refería al proceso de
ejecución; y en la de 20 de octubre de 1982 (recurso de amparo
número 12/1982) se trataba de un proceso iniciado con ante­
rioridad a la Constitución, en el que no se habia abierto aún
el plazo para deducir la demanda, por ld que era posible llevar
a. cabo el emplazamiento directo. y personal en aplicación del
articulo 24 de la" Constitución, con posterioridad a la mism,•. sin
afectar a las actuaciones realizadas con anterioridad. Por otra
parte, en la sentencia 48/83, de 31 de mayo, no alegada por la
recurrente no se accedió a la retroacción de actu?ciones que
pretendía 'el actor, en un supuesto en que la sentencia de la
AudienCia era inmediatamente anterior a la Constitución, esti­
mandO' en parte el recurso, en la medida necesaria para posibili-
tar su acceso a la segunda instancia; .

El problema que aqui se plantea es distinto, pues lo ':tue se
nos pide es que declaremos la nulidad de las actuacion~s lleva.­
das a cabo con anterioridad a la Constitución. en Virtud de
normas procesales- válidas en aquel momento, nulidad que se
traduciría en la de las sentencias impugnadas, que lo son
precisamente en virtud del defecto de emplazamiento directo y
persooal producido en la primera instancia.

En relación con el tema de que aqul se trata. debe recordar­
se que en la sentencia de la Sala de 31 de marzo de 1981 Be
estableció en virtud de las consideraciones allí contenidas (fun­
damentos 'jurJdicos 2, 3 Y 6), que la Constitución tiene la signifi­
cación primordial de establecer y fundamental ':ln orden de
convivencia politica general de cara al futuro, smgularmente
en materia de derechos fundamentales Y libertades púbIlcas,
por lo que en esta materia ha de tener efecto retroactivo en el
sentido de poder afectar a actos posteriores a su vigencia que
deriven de situaciones creadas con anteriorIdad y al amparo
de leyes válidas en aquel momento, en cuanto tales actos sean.
contrarios a la Constitución, doctrina de carácter geneTaI -se
añadfa- que habrá de Ser- concretada caso por caso tenIendo
en cuenta las peculiarldades del mismo, En la misma sentencia,
a mayor abundamiento, se \ndtmha que la: indefensión no llega
a producirse cuando el emplazamiento se ha publIcado en el
-Boletín Oncial del Estado. en la forma prevista. por la Ley de
la Jurisdicción; y, al margen ya del caso planteado, se hacia
notar Que el artfculo 24, 1, de la Constitución contiene un
mandato Impl1clto al legislador -y al Intérprete- consistente
en promover la defensión, en la medida de lo posible, medIante
la correspondiente contradicción. Lo que conduce, proseguía la
sentencia, a. establecer el emplazamiento personal a los que
puedan comparecer como demandados -e incluso coadyuvantes­
siempre que ello sea factible, como puede ser cuando sean cono­
cidos e identificables a partir de los datos Que Se deduzcan del
escrito de interpoSición o incluso del expediente.

Pues bien, en el presente caso, aplicando la mencionada doc­
trina, es claro que la publicación en el eBoJetfn OficIal del
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Estado- -produjo la publicidad del reCUlllO y el emplazamiento
de la actora. de acuerdo con 1& legal1dad entonces apUcable,
por lo que no puede sostenerse que S8 produjera su indefensión,
sin que sea de aplicación' retroactiva. _la Com¡Utución & UD mo·
mento procesal anterior a la misma cuando el acceso a la jus· ­
ticía pudo producirse observando la diligencia exigida en aqu~l
momento, anterior a 1& Conatituc16n, por 1& Ley, sin que el
hecho de que la Administración requiriera .. la actor. para.
el pago de la .multa &Obre 1& b&8e de la firmeza de la resolu­
ción administrativa sancionadora le releve de esta carga, dado
que existían terceros -la Comunidad de Propietarios- qUt, po.
dian interponer ~mo interpusieron-el recurso contencioso"
administrativo. Debiendo tenerse en cuenta además Que la de-­
claración de nulidad de la sentencia y la retroacción de actua­
ciones incidiria sobre la seguridad jurídica que garantiza el
articulo 9, 3, de la Constitución. En oonsecuencia, habléndo!:>€
producido el emplazamiento con anterioridad a la Constitudón,
en la forma prevista por la Ley de la Jurisdicción Contencioso­
Adminis~raLiva, y estando el proceso en un grado de desarrollo
posterior en el momento de su promulgación, no procede, a
nuestro juicio, la apticaci6n retroactiva de la misma cuan10 la
actora pudo tener acceso al proceso si hubiera observado la
especial diligencia que le era exigible en aquel momentv pre·
constitucional.

Tres.-La demanda se dirige también contra la sentencia
del Tribunal Supremo de 30 de diciembre de 1982, que confirma
la sentencia de la Audiencia Nacional. al resolver -el recurso
de apelación interpuesto contra la misma por el Abogado del
Estado. Por lo Que hemos de determinar si en la segunda ins­
tancia se ha vulnerado el derecho al acceso a la justicia reco­
nocido por el artículo 24, 1, de la Constitución en 10i términos
antes expuestos.

Dado que la sentencia de la Audiencia Nacional se dicta
en 2 de octubre de 1980, es decir, con posterioridad a. la Gons·
titución, es claro Que el derecho fundamental a la .egunda
instancia, cuando ésta se encuentra prevista por la Ley, puede
haber sido vulnerado si la interpretación de la misma no se ha
efectuado de acuerdo oon la Constitución, es decir, de confor~

midad con el mandato implicito en la misma de promover la
defensa de los derechos e intereses legitimas, Que obliga a
Interpretar la legalidad aplicable en el sentido más favorable
para la efectividad del derecho fundamental.

En el presente caso, resulta claro Que el hecho de Que ..Vi·
viendas de Vizcaya, E. e: B.-, no hubiera -sido parte en la
primera instancia no acredita un desinteresamlento voluntario
de la suerte del proceso, dado que no fUe emplazada directa
y personalmente, como hubiera sido obligado con posterioridad
a la Constitución, de acuerdo con reiterada doctriha de este
Tribunal, por lo que su falta de comparecencia pudo deberse
a una inadvertencia del emplazamiento efectuado a través del
·..Boletín Oficial del Estado_, suficiente en' aquel momento, de
acuerdo con la legalidad entonces vigentes, según ha quedado
expuesto anteriormente. Por ello, el problema que se plantea es
si la sentenCia de la Audienoia Nacional debió ser e notilicada
personalmente_ con objeto de hacer posible la defensa en la­
segunda instanCia de los derechos'" e intereses legítimos que
estimara corresponderle, teniendo ·en cuenta que la Entidad Te­
cuITente aparece perfectamente individualizada no sólo :'T1. las
actuaciones, -sino en la propia sentencia y en el fallo de la mis­
ma (antecedente 10, f).

Siendo esto así, parece claro ,que la sentencia de la Audien­
cia Nacional debió ser notificad'a personalmente a la Entidad
..Viviendas de Vizcaya, E. C. B.o, dadas las circunstancias
concurrentes en el presente caso, y que al no hacerlo así se
vulneró el artículo 24, 1, de la Constitución, puesto gue la falla
de notificación, en este caso, imposibilitó el ejercicio del de­
recho fundamental de acceso a la segunda instancia, prevista
por la Ley. En: consecuencia, procede otorgar en parte el amparo
solicitado.

Cuatro.--Como consecuencia de las consideracionp.s !interio­
res, c\ebelpos ahora determinar cuál es el contenido del fallo
de entre los previstos en el articulo 55, 1, de la Ley Orgánica

del Tribunal Constitucional (LOTe), así oomo determinar lo
Drocedente para la ejecución de la sentencia (artículo 92, LOTC).
A cuyo efecto hemos de precisar el contenido del·fallo en cuan.
lo ha de referirse a la' nulidad de la sentencia del Tribunal
Supremo impugnada, con determinaciÓn de los efectos de la
nulidad, así como al reconocimiento y restablecimiento del de­
recho fundamental reconocido en el artículo 24, 1, de la Cons·
titución. .

fuea bien, de acuerdo con los rl:\zonamientos ya expuestos,
pr'ocede declarar la nulidad de todas las actuaciones seguidas
en el recurso de apelación y_ de la providencia de la Audiencia
Nacional de 26 de octubre de 1980 (anteoedente lO, gl, que admi·
tió el recurso de apelación formulado por el Abogado del Ea·
tado, emplazando al recurrente y demás partes personadas, puea
ello es obligado para restablecer el derecho de la actora a la
segunda instancia -que reconocemos-, cuya efectividad exi48
que se le notifique personalmente la sentencia por la Audiencl&
Nacional, con objeto de que pueda interponer recurso de ape­
lación en los términos del artículo 97 de la Ley de la Jurisdicción
o comparecer en el interpuesto por el Abogado del Estado.

Por otra parte, una vez Be dicta sentencia en '81 preSente
recur¡;o de amparo, procede también dejar sin efecto el av:al
constituido por la recurrente, al que se condicionaba la efec·
tividad de la suspensión de la sentencia de la Audiencia Na·
cionaJ. acordada por auto de la Sala de 2 de noviembre de 1983,
aval que deberá serie devuelto por la Sala de lo Contencioso-Ad­
ministrativo de.....clicha Audiencia (antecedente "lo

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional
POR LA A,LlTORIDAD QUE LE CONCEDE LA CONSTITUCION
DE LA NAC10N ESPA"OLA.

Ha decidido:

1 Estimar en parte el recurso de amparo formulado por la
Entidad ..Viviendas de Vizcaya, E C. B.-, y a ~l efecto:

al Anular la sentencia del Tribunal Supremo (Sala Cuartal
de 20 de diciembre de 1982, reeaída en el recurSO contencioso-­
administrativo, en grado de apelación (número .f.9.127l,tetro­
trayendo las actuaciones al momento tnm8diatamente anterior
a la providencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de
la Audiencia Nacional de 22 de octubre de 1980, por la que
se admitió el recurso de apelación Interpuesto por el Abogado
del Estado, emplazándose al recurrente y demás partes persona·
das, contra la sentencia de la misma de 2 de octubre de 1980
'Sección Primera), recaida en el recurso contencioso~ad,ninis·

trativo número 10.&47. interpuesto por la Comunidad de Pro·
pietarios del Grupo de Viviendas de ..Alonso Allende_, de Repé­
laga -Portugalete, Vizcaya-, frente a.. la Administración Gene­
ral del Estado.

b) Reconocer el derecho de la Entidad ..Viviendas de Vizca·
ya, E. C. B._, a que se le notifique personalmente la mencionada
sentencia de la Audiencia Nacional, con objeto de que pueda
interponer ante la misma recurso de apelación, o comparecer
en el interpuesto por el Abogado del Estado, quedando resta·
blecido en tal derechp mediante la práctica de la aludida no·
tificación Que corresponde llevar a cabo a la Sala de lo Con·
tencioso-Administrativo de la propia Audiencia, que asim1¡mo
deberá devolver a ..Viviendas de Vizcaya, E. C. B-, el aval
constituido a su disposición por importe de trece millones
cuatro .mil seiscientas cincuenta y cinco pesetas,

2. Desestimar el recurso en todo lo demás.

-Publíquese en el .. Boletín Oficial del Estado'".

Madrid, 23 de enero de 1984.-Manuel García-Pelayo y Alon·
sO.-Angel Latorre SBgura.-Manuel Diez de Velasw Vallejo .. ­
Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Es­
cudero del Corral.-Firmados y rubricados.

SENTENCIA
la siguiente

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel García-Pelayo y Alonso, Presidente¡ don Angel La­
torre Segura, don Manuel Díez ele Velasco Vallejo, doña Gloria
Begué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

En el" recurso de amparo número 59/1982, promovido por la
Procuradora de los TrIbunales doda Maria Luisa Ubeda de los
Cobas, en nombre' y rep:r8lBentaoión de don Albino Orlando Be­
lloli, contra las sentenciaa de la Audiencia ProvinciaJ de Cádiz
y de la Sala Segunde. del TrlbunaJ Supremo de fechas 23 de
mayo de 1980 y 28 de septiembre de 1981, nlspectivamente, y
en el que ha comparecido el Ministerio Fiscal, siendo Ponente
la Magistrada dofla Gloria Begué Cantón, quien expresa el pa­
recer de la SaJa. ~

l. ANTECEDENTES

l. Tras la subsanación de la falta de postulación, el 28 de
julio de 1982 la Procuradora de 108 Tribunales doña Maria
Luisa Ubeda de los Cabos presenta demanda de amparo' en
nombre y representación de don Albino Orlando Belloli. súb­
dito Italiano, en la que expone que por sentencia dictada el
23 de mayo de 1980 '1 recaída en la tramitaCión del sumario
número 29, procedente del Juzgado de SanJúcar de Barrameda,
rollo número 968/78 de la· Audiencia. Provincia-l de Ctu:iiz, SU
representado fue condenado por dicha Audiencia como autor
de un delito de robo, sin que, a su juicio, hubiera prueba de
c&rgo ni contase durante la tramitación de la causa can la
asistencia de intérprete. Asimismo manifiesta que, anunciado
el pertinente recurso de casación, su representado s610 sabe
por referencias que Se -le nombró un Abogado de oficio para
formalizarlo, y también tiene noticia de que le fue desesti·
mado, pero sin Que se le haya· notificado de forma expresa
y personal la correspondiente sentencia, cuyo contenido, fe-
cha desconoce totalmente. .

Entiende la demandante que en tales actuaciones han sido
vulnerados los articulas 14 y 24.1 '1 ~ de la ConstituciÓD: por

Sala Primera. Recurso de amparo número 59/1982.
Sentencia numero 5/1984, de 24 de enero.4295


